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Versión 03 (19 de noviembre de 2020) 

Normas de referencia. RD-L 11/2020 ,  Ley 3/2020 y RD-L 34/2020 

Para cualquier información o consulta, puede dirigirse a info@lifeabogados.com, o a los 

teléfonos de nuestras oficinas, indicándonos su nombre y referencia para poder contactarles a 

la mayor brevedad. 

A diferencia de las tímidas medidas de apoyo a las empresas contenidas en los Reales Decretos 

publicados hasta el momento, las medidas concursales contenidas en el Real Decreto 16/20 no 

tienen un efecto directo sobre autónomos y empresas para salir de la situación crítica en que se 

encuentran. Simplemente alivian un poco la presión que la ley aplica sobre el empresario que no 

consigue pagar lo que debe. 

Para entender el alcance de estas medidas que desgranaremos a continuación es necesario tener 

en cuenta determinadas disposiciones legales vigentes: 

 En primer lugar, el artículo 363.1.e de la Ley de Sociedades de Capital, que obliga a 

cualquier empresa a disolverse y liquidarse o a presentar la solicitud de concurso de 

acreedores, según proceda, cuando haya acumulado pérdidas que dejen reducido el 

patrimonio neto a menos de la mitad del capital social y no pueda adoptar ninguna 

medida que le saque de esa coyuntura. 

 El artículo 5 de la Ley Concursal, que obliga al deudor incapaz de pagar sus deudas a 

solicitar la declaración de concurso en un plazo de dos meses desde que conozca o deba 

conocer tal incapacidad. 

 El artículo 367 del mismo cuerpo legal, que obliga a los administradores sociales a adoptar 

alguna de las referidas decisiones en un plazo de dos meses contados desde que la 

sociedad incurrió en la causa de disolución recogida en el artículo 363.1.e, so pena de 

declararles personalmente responsables del pago de todas las obligaciones contraídas 

por la sociedad después de ese plazo. 
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Estas normas ven de algún modo interrumpida su vigencia o alargados sus plazos, como 

consecuencia del Real Decreto que comentamos a continuación. 

1. Medidas que afectan a una empresa que ya fue declarada insolvente en el pasado y alcanzó 

un acuerdo con sus acreedores para el pago de las deudas. 

a. Ningún acreedor podrá instar la liquidación del deudor que incumpla su convenio o su 

acuerdo extrajudicial de pagos. 

 

El artículo 140 de la Ley Concursal permite a cualquier acreedor que sufra el incumplimiento del 

convenio solicitar al juez que tramitó el concurso de acreedores del deudor que declare dicho 

incumplimiento. Los efectos de esa declaración los establece el apartado 4 de ese mismo artículo 

y son dos: la resolución de dicho convenio y la desaparición de los efectos que el mismo produjo 

sobre los créditos afectados por él. 

 

El artículo 3 de la Ley 3/2020, de 18 de septiembre permite, hasta el 14 de marzo de 2021, que 

el deudor que tenga aprobado un convenio concursal o un acuerdo extrajudicial de pagos y no 

pueda cumplirlo, inste su modificación, proponiendo a sus acreedores un nuevo convenio. La 

solicitud que formule el deudor deberá ir acompañada de un plan de viabilidad, una relación de 

los créditos concursales que permanezcan pendientes de pago, así como de los nuevos créditos 

que hayan sido contraídos durante el período de cumplimiento del convenio, y que no hayan sido 

pagados, así como un plan de pagos. 

 

La propuesta de modificación se tramitará con arreglo a las mismas normas establecidas para la 

aprobación del convenio originario, si bien la tramitación será escrita cualquiera que sea el 

número de acreedores. Las mayorías del pasivo exigibles para la aceptación de la propuesta de 

modificación serán las mismas que las exigidas para la aceptación de la propuesta del convenio 

originario, cualquiera que sea el contenido de la modificación.  
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El nuevo convenio o acuerdo extrajudicial de pagos no afectará a los créditos devengados 

durante el periodo de cumplimiento del convenio o del acuerdo originarios ni a los acreedores 

privilegiados a los que se hubiera extendido la eficacia de aquel, o se hubieran adherido a él una 

vez aprobado, a menos que voten a favor o se adhieran expresamente a la propuesta de 

modificación. 

 

El juez dará traslado al concursado de cuantas solicitudes de declaración de incumplimiento del 

convenio presenten los acreedores hasta el 31 de octubre de 2020, pero no las admitirá a trámite 

hasta que transcurran tres meses a contar desde dicha fecha. Durante esos tres meses el 

concursado podrá presentar propuesta de modificación del convenio, que se tramitará con 

prioridad a la solicitud de declaración de incumplimiento.   

 

 Asimismo, el juez dará traslado al concursado de cuantas solicitudes de declaración del 

incumplimiento del convenio se presenten por los acreedores entre el 31 de octubre de 2020 y 

31 de enero de 2021, pero no las admitirá a trámite hasta que transcurran tres meses a contar 

desde la última fecha indicada. Durante esos tres meses el concursado podrá presentar 

propuesta de modificación del convenio, que se tramitará con prioridad a la solicitud de 

declaración de incumplimiento. 

 

En el supuesto de que entre el 31 de octubre de 2020 y la entrada en vigor del presente Real 

Decreto-ley (18 de noviembre de 2020) se hayan presentado solicitudes de declaración de 

incumplimiento del convenio por los acreedores y éstas hayan sido admitidas a trámite, se 

suspenderá la tramitación del procedimiento, por un plazo de tres meses a contar desde la fecha 

de suspensión. Si durante esos tres meses el concursado presentara una propuesta de 

modificación del convenio, el juez archivará el procedimiento de solicitud de incumplimiento 

admitido a trámite y tramitará con prioridad la propuesta de modificación del convenio. 
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b. El deudor no tendrá la obligación de solicitar su propia liquidación. 

 

El artículo 142.2 de la Ley Concursal obliga a pedir su propia liquidación al deudor que conozca 

la imposibilidad de cumplir los pagos comprometidos en el convenio aprobado por sus 

acreedores. 

 

Pues bien, el artículo 4 exime al deudor, hasta el 14 de marzo de 2021, de solicitar él mismo la 

liquidación, tal y como prevé el artículo 142.2 de la Ley Concursal, ya citado, pero tal exención le 

será aplicable si y solo si presenta una propuesta de modificación del convenio o del acuerdo 

extrajudicial de pagos y esta se admite a trámite antes de dicha fecha. 

 

c. Si el nuevo convenio también se incumple y finalmente se inicia la liquidación, cobrarán 

primero quienes hayan apoyado financieramente al deudor en esta nueva fase, sean 

estos quienes sean. 

 

El artículo 92 de la Ley Concursal declara que las personas especialmente relacionadas con el 

deudor son las últimas en cobrar sus créditos. Y el artículo 93 dice quiénes están especialmente 

relacionados con el deudor: dicho coloquialmente, sus familiares, naturales o políticos, las 

empresas del mismo grupo, los socios y los administradores. El apartado 3 del artículo 4 de la Ley 

3/2020, de 18 de septiembre, establece una excepción a esta regla: en caso de incumplimiento 

del convenio aprobado o modificado dentro de los años a contar desde el 14 de marzo de 2020, 

aunque sean personas especialmente relacionadas con él, estas tendrán prioridad para el cobro 

de sus créditos, ya que se considerarán créditos contra la masa. 

2. Medidas muy similares se adoptan para los acuerdos de refinanciación previstos en el 

artículo 71 bis de la Ley Concursal 

El artículo 5 de la Ley 3/2020, de 18 septiembre, se refiere a otra situación posible en el ámbito 

concursal, distinta del convenio y del acuerdo extrajudicial de pagos: los acuerdos de 

refinanciación o cualquier otro tipo de acuerdo que implique una ampliación significativa del 

crédito disponible para el deudor o la prórroga de sus obligaciones o su novación en cualquier 
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otro aspecto, en base a un plan de viabilidad que permita la continuidad de la actividad 

profesional o empresarial en el corto y el medio plazo. 

 

En estos casos, la Ley concede al deudor la posibilidad, hasta el 14 de marzo de 2021, de 

solicitar el preconcurso (procedimiento regulado en el artículo 5 bis de la Ley Concursal), con 

el fin de renegociar los términos de dichos acuerdos de refinanciación. 

 

Al igual que se estableció para las solicitudes de declaración de incumplimiento de convenio, si 

algún acreedor solicita la declaración de incumplimiento del acuerdo de refinanciación antes del 

31 de octubre de 2020, el juez dará traslado al deudor, pero no la admitirá a trámite hasta que 

transcurra un mes a contar de dicha fecha. Ese mes es el plazo que se concede al deudor para 

comunicar al juez competente que ha iniciado o pretende iniciar negociaciones con acreedores 

para modificar el acuerdo o para alcanzar otro nuevo. 

 

Si, dentro de los tres meses siguientes a la comunicación al juzgado efectuada por el deudor, este 

no hubiera alcanzado un acuerdo de modificación del acuerdo que tuviera en vigor o una nueva 

propuesta de acuerdo, el juez ya podrá admitir a trámite las solicitudes de declaración de 

incumplimiento presentadas por los acreedores. 

 

Asimismo, el juez dará traslado al deudor de cuantas solicitudes de declaración de 

incumplimiento del acuerdo de refinanciación se presenten por los acreedores entre el 31 

octubre de 2020 y el 31 de enero de 2021, pero no las admitirá a trámite hasta que transcurra 

un mes a contar desde la última fecha indicada. Durante ese mes el deudor podrá poner en 

conocimiento del juzgado competente para la declaración de concurso que ha iniciado o 

pretende iniciar negociaciones con acreedores para modificar el acuerdo que tuviera en vigor 

homologado o para alcanzar otro nuevo, aunque no hubiera transcurrido un año desde la 

anterior solicitud de homologación. Si dentro de los tres meses siguientes a la comunicación al 

juzgado, el deudor no hubiera alcanzado un acuerdo de modificación del que tuviera en vigor u 

otro nuevo, el juez admitirá a trámite las solicitudes de declaración de incumplimiento 

presentadas por los acreedores  
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3. Nadie tiene obligación de solicitar su concurso y las peticiones de concurso respecto de 

terceros no se tramitarán. 

Ahora nos referiremos a las medidas contenidas en el artículo 6 de la Ley. 

 

Hasta el 31 de diciembre de 2020 nadie tiene obligación de solicitar su declaración de concurso 

y no se admitirán solicitudes de concurso necesario, es decir, aquellas que presenta un 

acreedor. Si dentro de ese plazo se presentaran ambas – una por parte del propio deudor y otra 

por parte de algún acreedor – se dará prioridad a la del deudor, aunque sea posterior. 

 

La importancia de esta medida radica en el diferente tratamiento que soporta el deudor en el 

concurso en un caso o en otro. Más graves son las consecuencias que derivan para el empresario 

del concurso necesario. 

 

Si hasta el 31 de diciembre de 2020 inclusive el deudor hubiera comunicado la apertura de 

negociaciones con los acreedores para alcanzar el acuerdo de refinanciación, acuerdo 

extrajudicial de pagos o adhesiones a una propuesta anticipada de convenio se estará al régimen 

establecido en la ley. No obstante, en ese supuesto, el deudor no tendrá el deber de solicitar el 

concurso hasta que transcurran seis meses desde la comunicación. 

4. Las personas especialmente relacionadas con el deudor dejan de ser las últimas en cobrar, 

en determinados casos. 

El artículo 7 de la Ley establece que en los concursos de acreedores que se declaren hasta el 14 

de marzo de 2022, tendrán la consideración de créditos ordinarios – no subordinados, por tanto, 

conforme a lo dispuesto en el artículo 92 de la Ley Concursal –: 

 

 los derivados de ingresos de tesorería en concepto de préstamos, créditos u otros 

negocios de análoga naturaleza, que desde la declaración del estado de alarma le 

hubieran sido concedidos al deudor por quienes, según la ley, tengan la condición de 

personas especialmente relacionadas con él. 
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 Los créditos en los que se subroguen las personas especialmente relacionadas con el 

deudor, como consecuencia de haberlos pagado. Es el caso típico del fiador solidario que 

paga por cuenta del deudor principal. 

5. Enajenación de los elementos que conforman los activos del deudor. 

 

Entre las medidas previstas para tratar de desatascar los juzgados mercantiles, el artículo 10 de 

la Ley 3/2020 establece que en los concursos de acreedores que se declaren hasta el 14 de marzo 

de 2021 y en los que se encuentren en tramitación a dicha fecha, la subasta de bienes y derechos 

de la masa activa que podrá realizarse mediante subasta, judicial o extrajudicial, bien mediante 

cualquier otro modo de realización autorizado por el juez de entre los previstos en la Ley 

Concursal. Con carácter preferente y siempre que fuere posible, la subasta se realizará de 

manera telemática.  

6. La causa de disolución por pérdidas, en stand by. 

 

Ya hemos hecho referencia al principio de esta circular al artículo 363.1.e de la Ley de Sociedades 

de Capital, que obliga a cualquier empresa a disolverse y liquidarse o a presentar la solicitud de 

concurso de acreedores, según proceda, cuando haya acumulado pérdidas que dejen reducido 

el patrimonio neto a menos de la mitad del capital social y no pueda adoptar ninguna medida 

que le saque de esa coyuntura. 

 

Pues bien, el artículo 13 de la Ley 3/2020 establece que las pérdidas que se acumulen en el 

ejercicio 2020 no se tendrán en cuenta a la hora de efectuar dicho cálculo. Solo si esa situación 

se mantiene en el resultado del ejercicio 2021, los administradores o a solicitud de cualquier 

socio en el plazo de dos meses a partir del cierre del ejercicio, la solicitud de convocatoria de 

junta general para proceder a la disolución de la sociedad, a no ser que se aumente o se reduzca 

el capital en la medida suficiente. 

 



 
 

 

 lifeabogados.com 9 

Lo dispuesto anteriormente se entiende sin perjuicio del deber de solicitar la declaración de 

concurso de acuerdo con lo establecido en la Ley 3/2020. 

 

No parece que el legislador haya tenido en cuenta que no todas las empresas concluyen su 

ejercicio social el 31 de diciembre. ¿Cuáles son para estas sociedades el ejercicio 2020 o el 2021? 

7. Valoraciones 

Un respiro para los que están al límite; así es como cabe interpretar las medidas aprobadas por 

la Ley 3/2020. No evitará que quien salga malparado de esta crisis acabe en concurso, pero da 

un margen de tiempo para poder recuperarse. Lo urgente ahora es recuperar la normalidad, para 

hacer lo único que puede sacarnos de esta situación: nuestro trabajo, nuestro esfuerzo. 

*** 

LIFE ABOGADOS continuará informándoles, mediante nuestras circulares, sobre cualquier 

medida novedosa que surja, tendente a combatir los efectos económicos del Covid-19. 

 

Área de Derecho Concursal 

LIFE ABOGADOS 

 

Madrid, a 19 de noviembre de 2020



 
 

            

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

  


